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TEMA 3 
DERECHO TRIBUTARIO: CONCEPTO Y 
CONTENIDO. FUENTES. LOS TRIBUTOS: 
CONCEPTO Y CLASIFICACIÓN. LA OBLIGACIÓN 
TRIBUTARIA. HECHO IMPONIBLE. DEVENGO. 
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1. Introducción al ordenamiento 
tributario 

Nuestro ordenamiento tributario se encuentra regulado por la 
Ley 58/2003 de 17 de diciembre, General Tributaria, en adelante 
LGT, a su vez, esta ley está desarrollada por diversos 
reglamentos que la complementan: 

 Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento General de las actuaciones y 
los procedimientos de gestión e inspección tributaria y 
de desarrollo de las normas comunes de los 
procedimientos de aplicación de los tributos. (RGAT). 

 Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento General de Recaudación. 
(RGR) 

 Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que 
se aprueba el Reglamento general del régimen 
sancionador tributario. (RGRST). 

 Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se 
aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en 
materia de revisión en vía administrativa. (RRVA). 

La LGT se compone de 271 artículos, 24 disposiciones 
adicionales, 5 disposiciones transitorias, 1 disposición 
derogatoria y 11 disposiciones finales. 

Está dividida en siete títulos, su estructura es la siguiente: 

Título I. Disposiciones generales del ordenamiento tributario. 

Título II. Los Tributos. 

Título III. Procedimientos de aplicación de los tributos. 

Título IV. La potestad sancionadora. 

Título V. Revisión en vía administrativa. 

Título VI. Actuaciones y procedimientos de aplicación de los 
tributos en supuestos de delito contra la Hacienda Pública. 

Titulo VII. Recuperación de ayudas que afecten al ámbito 
tributario. 

2. Disposiciones generales del 
ordenamiento tributario 

2.1. Principios generales 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

1. Esta ley establece los principios y las normas jurídicas 
generales del sistema tributario español y será de aplicación a 
todas las Administraciones tributarias en virtud y con el alcance 
que se deriva del artículo 149.1.1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la 
Constitución. 

Lo establecido en esta ley se entenderá sin perjuicio de lo 
dispuesto en las leyes que aprueban el Convenio y el Concierto 
Económico en vigor, respectivamente, en la Comunidad Foral 
de Navarra y en los Territorios Históricos del País Vasco. 

2. Esta ley establece, asimismo, los principios y las normas 
jurídicas generales que regulan las actuaciones de la 
Administración tributaria por aplicación en España de la 
normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros 
de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar 
la doble imposición o de otros convenios internacionales. 

A los efectos de esta ley, se entenderá por asistencia mutua el 
conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación 
y otras de naturaleza análoga que el Estado español preste, 
reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades 
internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud 
de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados 
miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios 
para evitar la doble imposición o de otros convenios 
internacionales. La asistencia mutua podrá comprender la 
realización de actuaciones ante obligados tributarios. 

La asistencia mutua a la que se refiere este apartado participa 
de la naturaleza jurídica de las relaciones internacionales a las 
que se refiere el artículo 149.1.3.ª de la Constitución. 

Artículo 2. Concepto, fines y clases de los tributos. 

1. Los tributos son los ingresos públicos que consisten en 
prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración 
pública como consecuencia de la realización del supuesto de 
hecho al que la ley vincula el deber de contribuir, con el fin 
primordial de obtener los ingresos necesarios para el 
sostenimiento de los gastos públicos. 

Los tributos, además de ser medios para obtener los recursos 
necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos, podrán 
servir como instrumentos de la política económica general y 
atender a la realización de los principios y fines contenidos en la 
Constitución. 

2. Los tributos, cualquiera que sea su denominación, se 
clasifican en tasas, contribuciones especiales e impuestos: 

a) Tasas son los tributos cuyo hecho imponible consiste en la 
utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio 
público, la prestación de servicios o la realización de actividades 
en régimen de derecho público que se refieran, afecten o 
beneficien de modo particular al obligado tributario, cuando los 
servicios o actividades no sean de solicitud o recepción 
voluntaria para los obligados tributarios o no se presten o 
realicen por el sector privado. 

b) Contribuciones especiales son los tributos cuyo hecho 
imponible consiste en la obtención por el obligado tributario de 
un beneficio o de un aumento de valor de sus bienes como 
consecuencia de la realización de obras públicas o del 
establecimiento o ampliación de servicios públicos. 

c) Impuestos son los tributos exigidos sin contraprestación cuyo 
hecho imponible está constituido por negocios, actos o hechos 
que ponen de manifiesto la capacidad económica del 
contribuyente. 
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Artículo 3. Principios de la ordenación y aplicación del 
sistema tributario. 

1. La ordenación del sistema tributario se basa en la capacidad 
económica de las personas obligadas a satisfacer los tributos y 
en los principios de justicia, generalidad, igualdad, 
progresividad, equitativa distribución de la carga tributaria y no 
confiscatoriedad. 

A estos efectos, se prohíbe el establecimiento de cualquier 
instrumento extraordinario de regularización fiscal que pueda 
suponer una minoración de la deuda tributaria devengada de 
acuerdo con la normativa vigente. 

2. La aplicación del sistema tributario se basará en los principios 
de proporcionalidad, eficacia y limitación de costes indirectos 
derivados del cumplimiento de obligaciones formales y 
asegurará el respeto de los derechos y garantías de los 
obligados tributarios. 

Artículo 4. Potestad tributaria. 

1. La potestad originaria para establecer tributos corresponde 
exclusivamente al Estado, mediante ley. 

2. Las comunidades autónomas y las entidades locales podrán 
establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las 
leyes. 

3. Las demás entidades de derecho público podrán exigir 
tributos cuando una ley así lo determine. 

Artículo 5. La Administración tributaria. 

1. A los efectos de esta Ley, la Administración Tributaria estará 
integrada por los órganos y entidades de derecho público que 
desarrollen las funciones reguladas en sus títulos III, IV, V, VI y 
VII.

2. En el ámbito de competencias del Estado, la aplicación de los 
tributos, el ejercicio de la potestad sancionadora y la función 
revisora en vía administrativa corresponde al Ministerio de 
Economía y Hacienda, en tanto no haya sido expresamente 
encomendada por Ley a otro órgano o entidad de derecho 
público. 

En los términos previstos en su Ley de creación, dichas 
competencias corresponden a la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, salvo la declaración de nulidad de 
pleno derecho regulada en el artículo 217 y las reclamaciones 
económico-administrativas reguladas en el capítulo IV del título 
V de la presente Ley. 

3. Las Comunidades Autónomas y las entidades locales 
ejercerán las competencias relativas a la aplicación de los 
tributos y el ejercicio de la potestad sancionadora derivada de 
dicha aplicación, así como la función revisora en vía 
administrativa de los actos dictados en el ejercicio de aquellas, 
con el alcance y en los términos previstos en la normativa que 
resulte aplicable y su sistema de fuentes. 

Corresponden a la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
las competencias en materia de aplicación de los tributos 
derivadas o atribuidas por la normativa sobre asistencia mutua. 

4. El Estado y las Comunidades Autónomas y las Ciudades con 
Estatuto de Autonomía podrán suscribir acuerdos de 
colaboración para la aplicación de los tributos y para el ejercicio 
de las funciones de revisión en vía administrativa. 

5. Asimismo, podrán establecerse fórmulas de colaboración 
para la aplicación de los tributos entre las entidades locales, así 
como entre éstas y el Estado o las Comunidades Autónomas. 

Artículo 6. Impugnabilidad de los actos de aplicación de los 
tributos y de imposición de sanciones. 

El ejercicio de la potestad reglamentaria y los actos de 
aplicación de los tributos y de imposición de sanciones tienen 
carácter reglado y son impugnables en vía administrativa y 
jurisdiccional en los términos establecidos en las leyes. 

2.2. Normas tributarias 

2.2.1. Fuentes normativas 

Artículo 7. Fuentes del ordenamiento tributario. 

1. Los tributos se regirán: 

a) Por la Constitución. 

b) Por los tratados o convenios internacionales que contengan 
cláusulas de naturaleza tributaria y, en particular, por los 
convenios para evitar la doble imposición, en los términos 
previstos en el artículo 96 de la Constitución. 

c) Por las normas que dicte la Unión Europea y otros organismos 
internacionales o supranacionales a los que se atribuya el 
ejercicio de competencias en materia tributaria de conformidad 
con el artículo 93 de la Constitución. 

d) Por esta ley, por las leyes reguladoras de cada tributo y por 
las demás leyes que contengan disposiciones en materia 
tributaria. 

e) Por las disposiciones reglamentarias dictadas en desarrollo 
de las normas anteriores y, específicamente en el ámbito 
tributario local, por las correspondientes ordenanzas fiscales. 

En el ámbito de competencias del Estado, corresponde al 
Ministro de Hacienda dictar disposiciones de desarrollo en 
materia tributaria, que revestirán la forma de orden ministerial, 
cuando así lo disponga expresamente la ley o reglamento objeto 
de desarrollo. Dicha orden ministerial podrá desarrollar 
directamente una norma con rango de ley cuando así lo 
establezca expresamente la propia ley. 

2. Tendrán carácter supletorio las disposiciones generales del 
derecho administrativo y los preceptos del derecho común. 

RGAT. Artículo 1. Ámbito de aplicación. 

1. Este reglamento regula la aplicación de los tributos en 
desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria. 
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Este reglamento será de aplicación a la gestión recaudatoria en 
lo no previsto en el Reglamento General de Recaudación, 
aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio. 

Lo dispuesto en este reglamento se entenderá sin perjuicio de 
lo previsto en la normativa propia de cada tributo. 

2. Este reglamento será de aplicación en los términos previstos 
en el artículo 1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria. 

3. Este reglamento se aplicará al procedimiento sancionador en 
materia tributaria en lo no previsto por sus normas específicas 
de desarrollo y por las normas reguladoras del procedimiento 
sancionador en materia administrativa. 

Artículo 8. Reserva de ley tributaria. 

Se regularán en todo caso por ley: 

a) La delimitación del hecho imponible, del devengo, de la base 
imponible y liquidable, la fijación del tipo de gravamen y de los 
demás elementos directamente determinantes de la cuantía de 
la deuda tributaria, así como el establecimiento de presunciones 
que no admitan prueba en contrario. 

b) Los supuestos que dan lugar al nacimiento de las 
obligaciones tributarias de realizar pagos a cuenta y su importe 
máximo. 

c) La determinación de los obligados tributarios previstos en el 
apartado 2 del artículo 35 de esta ley y de los responsables. 

d) El establecimiento, modificación, supresión y prórroga de las 
exenciones, reducciones, bonificaciones, deducciones y demás 
beneficios o incentivos fiscales. 

e) El establecimiento y modificación de los recargos y de la 
obligación de abonar intereses de demora. 

f) El establecimiento y modificación de los plazos de prescripción 
y caducidad, así como de las causas de interrupción del 
cómputo de los plazos de prescripción. 

g) El establecimiento y modificación de las infracciones y 
sanciones tributarias. 

h) La obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones 
referidas al cumplimiento de la obligación tributaria principal y la 
de pagos a cuenta. 

i) Las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones 
tributarias respecto de la eficacia de los actos o negocios 
jurídicos. 

j) Las obligaciones entre particulares resultantes de los tributos. 

k) La condonación de deudas y sanciones tributarias y la 
concesión de moratorias y quitas. 

l) La determinación de los actos susceptibles de reclamación en 
vía económico-administrativa. 

m) Los supuestos en que proceda el establecimiento de las 
intervenciones tributarias de carácter permanente. 

Artículo 9. Identificación y derogación expresa de las 
normas tributarias. 

1. Las leyes y los reglamentos que contengan normas tributarias 
deberán mencionarlo expresamente en su título y en la rúbrica 
de los artículos correspondientes. 

2. Las leyes y los reglamentos que modifiquen normas 
tributarias contendrán una relación completa de las normas 
derogadas y la nueva redacción de las que resulten modificadas. 

2.2.2. Aplicación de las normas tributarias 

Artículo 10. Ámbito temporal de las normas tributarias. 

1. Las normas tributarias entrarán en vigor a los veinte días 
naturales de su completa publicación en el boletín oficial que 
corresponda, si en ellas no se dispone otra cosa, y se aplicarán 
por plazo indefinido, salvo que se fije un plazo determinado. 

2. Salvo que se disponga lo contrario, las normas tributarias no 
tendrán efecto retroactivo y se aplicarán a los tributos sin 
período impositivo devengados a partir de su entrada en vigor y 
a los demás tributos cuyo período impositivo se inicie desde ese 
momento. 

No obstante, las normas que regulen el régimen de infracciones 
y sanciones tributarias y el de los recargos tendrán efectos 
retroactivos respecto de los actos que no sean firmes cuando su 
aplicación resulte más favorable para el interesado. 

Artículo 11. Criterios de sujeción a las normas tributarias. 

Los tributos se aplicarán conforme a los criterios de residencia 
o territorialidad que establezca la ley en cada caso. En su 
defecto, los tributos de carácter personal se exigirán conforme 
al criterio de residencia y los demás tributos conforme al criterio 
de territorialidad que resulte más adecuado a la naturaleza del 
objeto gravado. 

2.2.3. Interpretación, calificación e integración 

Artículo 12. Interpretación de las normas tributarias. 

1. Las normas tributarias se interpretarán con arreglo a lo 
dispuesto en el apartado 1 del artículo 3 del Código Civil. 

2. En tanto no se definan por la normativa tributaria, los términos 
empleados en sus normas se entenderán conforme a su sentido 
jurídico, técnico o usual, según proceda. 

3. En el ámbito de las competencias del Estado, la facultad de 
dictar disposiciones interpretativas o aclaratorias de las leyes y 
demás normas en materia tributaria corresponde al Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas y a los órganos de la 
Administración Tributaria a los que se refiere el artículo 88.5 de 
esta Ley. 
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Las disposiciones interpretativas o aclaratorias dictadas por el 
Ministro serán de obligado cumplimiento para todos los órganos 
de la Administración Tributaria. 

Las disposiciones interpretativas o aclaratorias dictadas por los 
órganos de la Administración Tributaria a los que se refiere el 
artículo 88.5 de esta Ley tendrán efectos vinculantes para los 
órganos y entidades de la Administración Tributaria encargados 
de la aplicación de los tributos. 

Las disposiciones interpretativas o aclaratorias previstas en este 
apartado se publicarán en el boletín oficial que corresponda. 

Con carácter previo al dictado de las resoluciones a las que se 
refiere este apartado, y una vez elaborado su texto, cuando la 
naturaleza de las mismas lo aconseje, podrán ser sometidas a 
información pública. 

Artículo 13. Calificación. 

Las obligaciones tributarias se exigirán con arreglo a la 
naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realizado, 
cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados 
le hubieran dado, y prescindiendo de los defectos que pudieran 
afectar a su validez. 

Artículo 14. Prohibición de la analogía. 

No se admitirá la analogía para extender más allá de sus 
términos estrictos el ámbito del hecho imponible, de las 
exenciones y demás beneficios o incentivos fiscales. 

Artículo 15. Conflicto en la aplicación de la norma tributaria. 

1. Se entenderá que existe conflicto en la aplicación de la norma 
tributaria cuando se evite total o parcialmente la realización del 
hecho imponible o se minore la base o la deuda tributaria 
mediante actos o negocios en los que concurran las siguientes 
circunstancias: 

a) Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean 
notoriamente artificiosos o impropios para la consecución del 
resultado obtenido. 

b) Que de su utilización no resulten efectos jurídicos o 
económicos relevantes, distintos del ahorro fiscal y de los 
efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios 
usuales o propios. 

2. Para que la Administración tributaria pueda declarar el 
conflicto en la aplicación de la norma tributaria será necesario el 
previo informe favorable de la Comisión consultiva a que se 
refiere el artículo 159 de esta ley. 

3. En las liquidaciones que se realicen como resultado de lo 
dispuesto en este artículo se exigirá el tributo aplicando la norma 
que hubiera correspondido a los actos o negocios usuales o 
propios o eliminando las ventajas fiscales obtenidas, y se 
liquidarán intereses de demora. 

Artículo 16. Simulación. 

1. En los actos o negocios en los que exista simulación, el hecho 
imponible gravado será el efectivamente realizado por las 
partes. 

2. La existencia de simulación será declarada por la 
Administración tributaria en el correspondiente acto de 
liquidación, sin que dicha calificación produzca otros efectos que 
los exclusivamente tributarios. 

3. En la regularización que proceda como consecuencia de la 
existencia de simulación se exigirán los intereses de demora y, 
en su caso, la sanción pertinente. 

3.  Los tributos 

3.1. Disposiciones generales 

3.1.1. La relación jurídico-tributaria 

Artículo 17. La relación jurídico-tributaria. 

1. Se entiende por relación jurídico-tributaria el conjunto de 
obligaciones y deberes, derechos y potestades originados por la 
aplicación de los tributos. 

2. De la relación jurídico-tributaria pueden derivarse 
obligaciones materiales y formales para el obligado tributario y 
para la Administración, así como la imposición de sanciones 
tributarias en caso de su incumplimiento. 

3. Son obligaciones tributarias materiales las de carácter 
principal, las de realizar pagos a cuenta, las establecidas entre 
particulares resultantes del tributo y las accesorias. Son 
obligaciones tributarias formales las definidas en el apartado 1 
del artículo 29 de esta ley. 

4. En el marco de la asistencia mutua podrán establecerse 
obligaciones tributarias a los obligados tributarios, cualquiera 
que sea su objeto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
29 bis de esta Ley. 

5. Los elementos de la obligación tributaria no podrán ser 
alterados por actos o convenios de los particulares, que no 
producirán efectos ante la Administración, sin perjuicio de sus 
consecuencias jurídico-privadas. 

Artículo 18. Indisponibilidad del crédito tributario. 

El crédito tributario es indisponible salvo que la ley establezca 
otra cosa. 

3.1.2. Las obligaciones tributarias 

A) La obligación tributaria principal 
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Artículo 19. Obligación tributaria principal. 

La obligación tributaria principal tiene por objeto el pago de la 
cuota tributaria. 

Artículo 20. Hecho imponible. 

1. El hecho imponible es el presupuesto fijado por la ley para 
configurar cada tributo y cuya realización origina el nacimiento 
de la obligación tributaria principal. 

2. La ley podrá completar la delimitación del hecho imponible 
mediante la mención de supuestos de no sujeción. 

Artículo 21. Devengo y exigibilidad. 

1. El devengo es el momento en el que se entiende realizado el 
hecho imponible y en el que se produce el nacimiento de la 
obligación tributaria principal. 

La fecha del devengo determina las circunstancias relevantes 
para la configuración de la obligación tributaria, salvo que la ley 
de cada tributo disponga otra cosa. 

2. La ley propia de cada tributo podrá establecer la exigibilidad 
de la cuota o cantidad a ingresar, o de parte de la misma, en un 
momento distinto al del devengo del tributo. 

Artículo 22. Exenciones. 

Son supuestos de exención aquellos en que, a pesar de 
realizarse el hecho imponible, la ley exime del cumplimiento de 
la obligación tributaria principal. 

B)  La obligación tributaria de realizar pagos 
a cuenta 

Artículo 23. Obligación tributaria de realizar pagos a cuenta. 

1. La obligación tributaria de realizar pagos a cuenta de la 
obligación tributaria principal consiste en satisfacer un importe a 
la Administración tributaria por el obligado a realizar pagos 
fraccionados, por el retenedor o por el obligado a realizar 
ingresos a cuenta. 

Esta obligación tributaria tiene carácter autónomo respecto de la 
obligación tributaria principal. 

2. El contribuyente podrá deducir de la obligación tributaria 
principal el importe de los pagos a cuenta soportados, salvo que 
la ley propia de cada tributo establezca la posibilidad de deducir 
una cantidad distinta a dicho importe. 

C) Las obligaciones entre particulares 
resultantes del tributo 

Artículo 24. Obligaciones entre particulares resultantes del 
tributo. 

1. Son obligaciones entre particulares resultantes del tributo las 
que tienen por objeto una prestación de naturaleza tributaria 
exigible entre obligados tributarios. 

2. Entre otras, son obligaciones de este tipo las que se generan 
como consecuencia de actos de repercusión, de retención o de 
ingreso a cuenta previstos legalmente. 

D)  Las obligaciones tributarias accesorias 

Artículo 25. Obligaciones tributarias accesorias. 

1. Son obligaciones tributarias accesorias aquellas distintas de 
las demás comprendidas en esta sección que consisten en 
prestaciones pecuniarias que se deben satisfacer a la 
Administración tributaria y cuya exigencia se impone en relación 
con otra obligación tributaria. 

Tienen la naturaleza de obligaciones tributarias accesorias las 
obligaciones de satisfacer el interés de demora, los recargos por 
declaración extemporánea y los recargos del período ejecutivo, 
así como aquellas otras que imponga la ley. 

2. Las sanciones tributarias no tienen la consideración de 
obligaciones accesorias. 

Artículo 26. Interés de demora. 

1. El interés de demora es una prestación accesoria que se 
exigirá a los obligados tributarios y a los sujetos infractores como 
consecuencia de la realización de un pago fuera de plazo o de 
la presentación de una autoliquidación o declaración de la que 
resulte una cantidad a ingresar una vez finalizado el plazo 
establecido al efecto en la normativa tributaria, del cobro de una 
devolución improcedente o en el resto de casos previstos en la 
normativa tributaria. 

La exigencia del interés de demora tributario no requiere la 
previa intimación de la Administración ni la concurrencia de un 
retraso culpable en el obligado. 

2. El interés de demora se exigirá, entre otros, en los siguientes 
supuestos: 

a) Cuando finalice el plazo establecido para el pago en período 
voluntario de una deuda resultante de una liquidación practicada 
por la Administración o del importe de una sanción, sin que el 
ingreso se hubiera efectuado. 

b) Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de 
una autoliquidación o declaración sin que hubiera sido 
presentada o hubiera sido presentada incorrectamente, salvo lo 
dispuesto en el apartado 2 del artículo 27 de esta ley relativo a 
la presentación de declaraciones extemporáneas sin 
requerimiento previo. 

c) Cuando se suspenda la ejecución del acto, salvo en el 
supuesto de recursos y reclamaciones contra sanciones durante 
el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago 
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en período voluntario abierto por la notificación de la resolución 
que ponga fin a la vía administrativa. 

d) Cuando se inicie el período ejecutivo, salvo lo dispuesto en el 
apartado 5 del artículo 28 de esta ley respecto a los intereses 
de demora cuando sea exigible el recargo ejecutivo o el recargo 
de apremio reducido. 

e) Cuando se reciba una petición de cobro de deudas de 
titularidad de otros Estados o de entidades internacionales o 
supranacionales conforme a la normativa sobre asistencia 
mutua, salvo que dicha normativa establezca otra cosa. 

f) Cuando el obligado tributario haya obtenido una devolución 
improcedente, salvo que voluntariamente regularice su situación 
tributaria sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del 
artículo 27 de esta Ley relativo a la presentación de 
declaraciones extemporáneas sin requerimiento previo. 

3. El interés de demora se calculará sobre el importe no 
ingresado en plazo o sobre la cuantía de la devolución cobrada 
improcedentemente, y resultará exigible durante el tiempo al que 
se extienda el retraso del obligado, salvo lo dispuesto en el 
apartado siguiente. 

4. No se exigirán intereses de demora desde el momento en que 
la Administración tributaria incumpla por causa imputable a la 
misma alguno de los plazos fijados en esta ley para resolver 
hasta que se dicte dicha resolución o se interponga recurso 
contra la resolución presunta. Entre otros supuestos, no se 
exigirán intereses de demora a partir del momento en que se 
incumplan los plazos máximos para notificar la resolución de las 
solicitudes de compensación, el acto de liquidación o la 
resolución de los recursos administrativos, siempre que, en este 
último caso, se haya acordado la suspensión del acto recurrido. 

Lo dispuesto en este apartado no se aplicará al incumplimiento 
del plazo para resolver las solicitudes de aplazamiento o 
fraccionamiento del pago. 

5. En los casos en que resulte necesaria la práctica de una 
nueva liquidación como consecuencia de haber sido anulada 
otra liquidación por una resolución administrativa o judicial, se 
conservarán íntegramente los actos y trámites no afectados por 
la causa de anulación, con mantenimiento íntegro de su 
contenido, y exigencia del interés de demora sobre el importe de 
la nueva liquidación. En estos casos, la fecha de inicio del 
cómputo del interés de demora será la misma que, de acuerdo 
con lo establecido en el apartado 2 de este artículo, hubiera 
correspondido a la liquidación anulada y el interés se devengará 
hasta el momento en que se haya dictado la nueva liquidación, 
sin que el final del cómputo pueda ser posterior al plazo máximo 
para ejecutar la resolución. 

6. El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a 
lo largo del período en el que aquél resulte exigible, 
incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente. 

No obstante, en los supuestos de aplazamiento, 
fraccionamiento o suspensión de deudas garantizadas en su 
totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o 
sociedad de garantía recíproca o mediante certificado de seguro 
de caución, el interés de demora exigible será el interés legal. 

El interés de demora a que se refiere el apartado 6 será el el 
4,0625 por ciento hasta el 31 de diciembre de 2023, según 
establece la disposición adicional 42.2 de la Ley 31/2022, de 23 
de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128 

El interés de demora a que se refiere el apartado 6 será el 3,75 
por ciento hasta el 31 de diciembre de 2022, según establece la 
disposición adicional 46 de la Ley 22/2021, de 28 de 
diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653 

Se modifica la letra f) del apartado 2 por el art. 13.2 de la Ley 
11/2021, de 9 de julio. Ref. BOE-A-2021-11473 

Se reordena el párrafo e) como f)  y se añade el párrafo e) del 
apartado 2, con efectos desde el 1 de enero de 2012, por la 
disposición final 1.uno.4 del Real Decreto-ley 20/2011, de 30 de 
diciembre. Ref. BOE-A-2011-20638. 

Artículo 27. Recargos por declaración extemporánea sin 
requerimiento previo. 

1. Los recargos por declaración extemporánea son prestaciones 
accesorias que deben satisfacer los obligados tributarios como 
consecuencia de la presentación de autoliquidaciones o 
declaraciones fuera de plazo sin requerimiento previo de la 
Administración tributaria. 

A los efectos de este artículo, se considera requerimiento previo 
cualquier actuación administrativa realizada con conocimiento 
formal del obligado tributario conducente al reconocimiento, 
regularización, comprobación, inspección, aseguramiento o 
liquidación de la deuda tributaria. 

2. El recargo será un porcentaje igual al 1 por ciento más otro 1 
por ciento adicional por cada mes completo de retraso con que 
se presente la autoliquidación o declaración respecto al término 
del plazo establecido para la presentación e ingreso. 

Dicho recargo se calculará sobre el importe a ingresar resultante 
de las autoliquidaciones o sobre el importe de la liquidación 
derivado de las declaraciones extemporáneas y excluirá las 
sanciones que hubieran podido exigirse y los intereses de 
demora devengados hasta la presentación de la autoliquidación 
o declaración. 

Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa 
una vez transcurridos 12 meses desde el término del plazo 
establecido para la presentación, el recargo será del 15 por 
ciento y excluirá las sanciones que hubieran podido exigirse. En 
estos casos, se exigirán los intereses de demora por el período 
transcurrido desde el día siguiente al término de los 12 meses 
posteriores a la finalización del plazo establecido para la 
presentación hasta el momento en que la autoliquidación o 
declaración se haya presentado. 

En las liquidaciones derivadas de declaraciones presentadas 
fuera de plazo sin requerimiento previo no se exigirán intereses 
de demora por el tiempo transcurrido desde la presentación de 
la declaración hasta la finalización del plazo de pago en período 
voluntario correspondiente a la liquidación que se practique, sin 
perjuicio de los recargos e intereses que corresponda exigir por 
la presentación extemporánea. 
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No obstante lo anterior, no se exigirán los recargos de este 
apartado si el obligado tributario regulariza, mediante la 
presentación de una declaración o autoliquidación 
correspondiente a otros períodos del mismo concepto 
impositivo, unos hechos o circunstancias idénticos a los 
regularizados por la Administración, y concurren las siguientes 
circunstancias: 

a) Que la declaración o autoliquidación se presente en el plazo 
de seis meses a contar desde el día siguiente a aquél en que la 
liquidación se notifique o se entienda notificada. 

b) Que se produzca el completo reconocimiento y pago de las 
cantidades resultantes de la declaración o autoliquidación en los 
términos previstos en el apartado 5 de este artículo. 

c) Que no se presente solicitud de rectificación de la declaración 
o autoliquidación, ni se interponga recurso o reclamación contra 
la liquidación dictada por la Administración. 

d) Que de la regularización efectuada por la Administración no 
derive la imposición de una sanción. 

El incumplimiento de cualquiera de estas circunstancias 
determinará la exigencia del recargo correspondiente sin más 
requisito que la notificación al interesado. 

Lo dispuesto en los párrafos anteriores no impedirá el inicio de 
un procedimiento de comprobación o investigación en relación 
con las obligaciones tributarias regularizadas mediante las 
declaraciones o autoliquidaciones a que los mismos se refieren. 

3. Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso ni 
presenten solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o 
compensación al tiempo de la presentación de la autoliquidación 
extemporánea, la liquidación administrativa que proceda por 
recargos e intereses de demora derivada de la presentación 
extemporánea según lo dispuesto en el apartado anterior no 
impedirá la exigencia de los recargos e intereses del período 
ejecutivo que correspondan sobre el importe de la 
autoliquidación. 

4. Para que pueda ser aplicable lo dispuesto en este artículo, las 
autoliquidaciones extemporáneas deberán identificar 
expresamente el período impositivo de liquidación al que se 
refieren y deberán contener únicamente los datos relativos a 
dicho período. 

5. El importe de los recargos a que se refiere el apartado 2 
anterior se reducirá en el 25 por ciento siempre que se realice el 
ingreso total del importe restante del recargo en el plazo del 
apartado 2 del artículo 62 de esta Ley abierto con la notificación 
de la liquidación de dicho recargo y siempre que se realice el 
ingreso total del importe de la deuda resultante de la 
autoliquidación extemporánea o de la liquidación practicada por 
la Administración derivada de la declaración extemporánea, al 
tiempo de su presentación o en el plazo del apartado 2 del 
artículo 62 de esta Ley, respectivamente, o siempre que se 
realice el ingreso en el plazo o plazos fijados en el acuerdo de 
aplazamiento o fraccionamiento de dicha deuda que la 
Administración tributaria hubiera concedido con garantía de aval 
o certificado de seguro de caución y que el obligado al pago 
hubiera solicitado al tiempo de presentar la autoliquidación 
extemporánea o con anterioridad a la finalización del plazo del 

apartado 2 del artículo 62 de esta Ley abierto con la notificación 
de la liquidación resultante de la declaración extemporánea. 

El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo 
dispuesto en este apartado se exigirá sin más requisito que la 
notificación al interesado, cuando no se hayan realizado los 
ingresos a que se refiere el párrafo anterior en los plazos 
previstos incluidos los correspondientes al acuerdo de 
aplazamiento o fraccionamiento. 

RGR. Artículo 72. Interés de demora del periodo ejecutivo. 

1. Las cantidades adeudadas devengarán interés de demora 
desde el inicio del periodo ejecutivo hasta la fecha de su ingreso. 

Cuando sin mediar suspensión, aplazamiento o fraccionamiento 
una deuda se satisfaga totalmente antes de que concluya el 
plazo establecido en el artículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, para el pago de las deudas 
apremiadas, no se exigirán los intereses de demora devengados 
desde el inicio del periodo ejecutivo. 

2. La base sobre la que se aplicará el tipo de interés no incluirá 
el recargo de apremio. 

3. El tipo de interés se aplicará de acuerdo con lo establecido en 
la normativa tributaria o presupuestaria, según se trate de 
deudas y sanciones tributarias o de deudas no tributarias 
respectivamente. 

4. El cálculo de intereses se realizará, según los casos, de la 
siguiente forma: 

a) Cuando se produzca el pago de la deuda apremiada una vez 
finalizado el plazo establecido en el artículo 62.5 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, la liquidación 
de los intereses devengados se practicará posteriormente, 
siguiéndose para su tramitación y recaudación el procedimiento 
establecido con carácter general para las liquidaciones 
practicadas por la Administración. 

b) En el supuesto al que se refiere el párrafo a), el órgano de 
recaudación competente podrá, cuando las necesidades del 
servicio lo aconsejen, liquidar y exigir los intereses en el 
momento del pago de la deuda apremiada. 

c) En caso de ejecución de bienes embargados o de garantías, 
se practicará la liquidación de intereses de demora al aplicar el 
líquido obtenido a la cancelación de la deuda, si aquel fuese 
superior. 

d) Si se embarga dinero en efectivo o en cuentas o créditos, 
podrán liquidarse y retenerse los intereses de demora en el 
momento del embargo si el importe disponible fuese superior a 
la deuda cuyo cobro se persigue. 

En los casos de los párrafos b), c) y d) no será necesaria la 
notificación expresa de la liquidación de los intereses de demora 
devengados si en la notificación de la deuda principal o en 
cualquier otro momento posterior le ha sido notificado al 
interesado el importe de la deuda, el devengo de intereses en 
caso de falta de pago, una referencia al tipo de interés aplicable, 
según se trate de deudas y sanciones tributarias o de deudas 
no tributarias, y la forma de cómputo del tiempo de devengo. 
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5. En el ámbito de competencias del Estado no se practicará 
liquidación por intereses de demora cuando la cantidad 
resultante por este concepto sea inferior a la cifra que por orden 
fije el Ministro de Economía y Hacienda como mínima para 
cubrir el coste de su exacción y recaudación. 

Nota. No se practicará liquidación cuando los intereses sean 
inferiores a 30 euros. 

RGR. Artículo 72 bis. Cálculo de los intereses de demora en 
el ámbito de la asistencia mutua. 

Las cantidades adeudadas de titularidad de otros Estados o de 
otras entidades internacionales y supranacionales, cuya 
actuación recaudatoria se realice en el marco de la asistencia 
mutua, devengarán interés de demora de acuerdo con el artículo 
26.2.e) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria. 

El cálculo de intereses se realizará, según los casos, de la 
siguiente forma: 

a) Cuando se produzca el pago de la deuda una vez finalizado 
el plazo establecido en el artículo 62.6 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, la liquidación de los intereses 
devengados se practicará posteriormente, siguiéndose para su 
tramitación y recaudación el procedimiento establecido con 
carácter general para las liquidaciones practicadas por la 
Administración. 

b) En el supuesto al que se refiere el párrafo a), el órgano de 
recaudación competente podrá, cuando las necesidades del 
servicio lo aconsejen, liquidar y exigir los intereses en el 
momento del pago de la deuda. 

c) En caso de ejecución de bienes embargados o de garantías, 
se practicará la liquidación de intereses de demora al aplicar el 
líquido obtenido a la cancelación de la deuda, si aquel fuese 
superior. 

d) Si se embarga dinero en efectivo o en cuentas o créditos, 
podrán liquidarse y retenerse los intereses de demora en el 
momento del embargo si el importe disponible fuese superior a 
la deuda cuyo cobro se persigue. 

Artículo 28. Recargos del período ejecutivo. 

1. Los recargos del período ejecutivo se devengan con el inicio 
de dicho período, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
161 de esta ley. 

Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo 
ejecutivo, recargo de apremio reducido y recargo de apremio 
ordinario. 

Dichos recargos son incompatibles entre sí y se calculan sobre 
la totalidad de la deuda no ingresada en período voluntario. 

2. El recargo ejecutivo será del cinco por ciento y se aplicará 
cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en 
periodo voluntario antes de la notificación de la providencia de 
apremio. 

3. El recargo de apremio reducido será del 10 por ciento y se 
aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no 
ingresada en periodo voluntario y el propio recargo antes de la 
finalización del plazo previsto en el apartado 5 del artículo 62 de 
esta ley para las deudas apremiadas. 

4. El recargo de apremio ordinario será del 20 por ciento y será 
aplicable cuando no concurran las circunstancias a las que se 
refieren los apartados 2 y 3 de este artículo. 

5. El recargo de apremio ordinario es compatible con los 
intereses de demora. Cuando resulte exigible el recargo 
ejecutivo o el recargo de apremio reducido no se exigirán los 
intereses de demora devengados desde el inicio del período 
ejecutivo. 

6. No se devengarán los recargos del periodo ejecutivo en el 
caso de deudas de titularidad de otros Estados o de entidades 
internacionales o supranacionales cuya actuación recaudatoria 
se realice en el marco de la asistencia mutua, salvo que la 
normativa sobre dicha asistencia establezca otra cosa. 

E) Las obligaciones tributarias formales 

Artículo 29. Obligaciones tributarias formales. 

1. Son obligaciones tributarias formales las que, sin tener 
carácter pecuniario, son impuestas por la normativa tributaria o 
aduanera a los obligados tributarios, deudores o no del tributo, 
y cuyo cumplimiento está relacionado con el desarrollo de 
actuaciones o procedimientos tributarios o aduaneros. 

2. Además de las restantes que puedan legalmente 
establecerse, los obligados tributarios deberán cumplir las 
siguientes obligaciones: 

a) La obligación de presentar declaraciones censales por las 
personas o entidades que desarrollen o vayan a desarrollar en 
territorio español actividades u operaciones empresariales y 
profesionales o satisfagan rendimientos sujetos a retención. 

b) La obligación de solicitar y utilizar el número de identificación 
fiscal en sus relaciones de naturaleza o con trascendencia 
tributaria. 

c) La obligación de presentar declaraciones, autoliquidaciones y 
comunicaciones. 

d) La obligación de llevar y conservar libros de contabilidad y 
registros, así como los programas, ficheros y archivos 
informáticos que les sirvan de soporte y los sistemas de 
codificación utilizados que permitan la interpretación de los 
datos cuando la obligación se cumpla con utilización de 
sistemas informáticos. Se deberá facilitar la conversión de 
dichos datos a formato legible cuando la lectura o interpretación 
de los mismos no fuera posible por estar encriptados o 
codificados. 

En todo caso, los obligados tributarios que deban presentar 
autoliquidaciones o declaraciones por medios telemáticos 
deberán conservar copia de los programas, ficheros y archivos 
generados que contengan los datos originarios de los que 
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deriven los estados contables y las autoliquidaciones o 
declaraciones presentadas. 

e) La obligación de expedir y entregar facturas o documentos 
sustitutivos y conservar las facturas, documentos y justificantes 
que tengan relación con sus obligaciones tributarias. 

f) La obligación de aportar a la Administración tributaria libros, 
registros, documentos o información que el obligado tributario 
deba conservar en relación con el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias propias o de terceros, así como 
cualquier dato, informe, antecedente y justificante con 
trascendencia tributaria, a requerimiento de la Administración o 
en declaraciones periódicas. Cuando la información exigida se 
conserve en soporte informático deberá suministrarse en dicho 
soporte cuando así fuese requerido. 

g) La obligación de facilitar la práctica de inspecciones y 
comprobaciones administrativas. 

h) La obligación de entregar un certificado de las retenciones o 
ingresos a cuenta practicados a los obligados tributarios 
perceptores de las rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta. 

i) Las obligaciones de esta naturaleza que establezca la 
normativa aduanera. 

j) La obligación, por parte de los productores, comercializadores 
y usuarios, de que los sistemas y programas informáticos o 
electrónicos que soporten los procesos contables, de 
facturación o de gestión de quienes desarrollen actividades 
económicas, garanticen la integridad, conservación, 
accesibilidad, legibilidad, trazabilidad e inalterabilidad de los 
registros, sin interpolaciones, omisiones o alteraciones de las 
que no quede la debida anotación en los sistemas mismos. 
Reglamentariamente se podrán establecer especificaciones 
técnicas que deban reunir dichos sistemas y programas, así 
como la obligación de que los mismos estén debidamente 
certificados y utilicen formatos estándar para su legibilidad. 

3. En desarrollo de lo dispuesto en este artículo, las 
disposiciones reglamentarias podrán regular las circunstancias 
relativas al cumplimiento de las obligaciones tributarias 
formales. 

En particular, se determinarán los casos en los que la aportación 
o llevanza de los libros registro se deba efectuar de forma 
periódica y por medios telemáticos. 

3.2. Elementos de cuantificación de la obligación 
tributaria principal y de la obligación de realizar pagos 
a cuenta 

Artículo 49. Cuantificación de la obligación tributaria 
principal y de la obligación de realizar pagos a cuenta. 

La obligación tributaria principal y la obligación de realizar pagos 
a cuenta se determinarán a partir de las bases tributarias, los 
tipos de gravamen y los demás elementos previstos en este 
capítulo, según disponga la ley de cada tributo. 

Artículo 50. Base imponible: concepto y métodos de 
determinación. 

1. La base imponible es la magnitud dineraria o de otra 
naturaleza que resulta de la medición o valoración del hecho 
imponible. 

2. La base imponible podrá determinarse por los siguientes 
métodos: 

a) Estimación directa. 

b) Estimación objetiva. 

c) Estimación indirecta. 

3. Las bases imponibles se determinarán con carácter general a 
través del método de estimación directa. No obstante, la ley 
podrá establecer los supuestos en que sea de aplicación el 
método de estimación objetiva, que tendrá, en todo caso, 
carácter voluntario para los obligados tributarios. 

4. La estimación indirecta tendrá carácter subsidiario respecto 
de los demás métodos de determinación y se aplicará cuando 
se produzca alguna de las circunstancias previstas en el artículo 
53 de esta ley. 

Artículo 51. Método de estimación directa. 

El método de estimación directa podrá utilizarse por el 
contribuyente y por la Administración tributaria de acuerdo con 
lo dispuesto en la normativa de cada tributo. A estos efectos, la 
Administración tributaria utilizará las declaraciones o 
documentos presentados, los datos consignados en libros y 
registros comprobados administrativamente y los demás 
documentos, justificantes y datos que tengan relación con los 
elementos de la obligación tributaria. 

Artículo 52. Método de estimación objetiva. 

El método de estimación objetiva podrá utilizarse para la 
determinación de la base imponible mediante la aplicación de 
las magnitudes, índices, módulos o datos previstos en la 
normativa propia de cada tributo. 

Artículo 53. Método de estimación indirecta. 

1. El método de estimación indirecta se aplicará cuando la 
Administración tributaria no pueda disponer de los datos 
necesarios para la determinación completa de la base imponible 
como consecuencia de alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Falta de presentación de declaraciones o presentación de 
declaraciones incompletas o inexactas. 

b) Resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación 
inspectora. 

c) Incumplimiento sustancial de las obligaciones contables o 
registrales. 
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d) Desaparición o destrucción, aun por causa de fuerza mayor, 
de los libros y registros contables o de los justificantes de las 
operaciones anotadas en los mismos. 

2. Las bases o rendimientos se determinarán mediante la 
aplicación de cualquiera de los siguientes medios o de varios de 
ellos conjuntamente: 

a) Aplicación de los datos y antecedentes disponibles que sean 
relevantes al efecto. 

b) Utilización de aquellos elementos que indirectamente 
acrediten la existencia de los bienes y de las rentas, así como 
de los ingresos, ventas, costes y rendimientos que sean 
normales en el respectivo sector económico, atendidas las 
dimensiones de las unidades productivas o familiares que deban 
compararse en términos tributarios. 

c) Valoración de las magnitudes, índices, módulos o datos que 
concurran en los respectivos obligados tributarios, según los 
datos o antecedentes que se posean de supuestos similares o 
equivalentes. 

3. Cuando resulte aplicable el método de estimación indirecta, 
se seguirá el procedimiento previsto en el artículo 158 de esta 
ley.

Artículo 158. Aplicación del método de estimación indirecta. 

1. Cuando resulte aplicable el método de estimación indirecta, 
la inspección de los tributos acompañará a las actas incoadas 
para regularizar la situación tributaria de los obligados tributarios 
un informe razonado sobre: 

a) Las causas determinantes de la aplicación del método de 
estimación indirecta. 

b) La situación de la contabilidad y registros obligatorios del 
obligado tributario. 

c) La justificación de los medios elegidos para la determinación 
de las bases, rendimientos o cuotas. 

d) Los cálculos y estimaciones efectuados en virtud de los 
medios elegidos. 

2. La aplicación del método de estimación indirecta no requerirá 
acto administrativo previo que lo declare, pero en los recursos y 
reclamaciones que procedan contra los actos y liquidaciones 
resultantes podrá plantearse la procedencia de la aplicación de 
dicho método. 

3. Los datos y antecedentes utilizados para la aplicación del 
método de estimación indirecta podrán proceder de cualquiera 
de las siguientes fuentes: 

a) Los signos, índices y módulos establecidos para el método de 
estimación objetiva, que se utilizarán preferentemente 
tratándose de obligados tributarios que hayan renunciado a 
dicho método. No obstante, si la Inspección acredita la 
existencia de rendimientos o cuotas procedentes de la actividad 
económica por un importe superior, será este último el que se 
considere a efectos de la regularización. 

b) Los datos económicos y del proceso productivo obtenidos del 
propio obligado tributario. 

Podrán utilizarse datos de ejercicios anteriores o posteriores al 
regularizado en los que disponga de información que se 
considere suficiente y fiable. En especial, podrá utilizarse 
información correspondiente al momento de desarrollo de la 
actuación inspectora, que podrá considerarse aplicable a los 
ejercicios anteriores, salvo que se justifique y cuantifique, por la 
Inspección o por el obligado tributario, que procede efectuar 
ajustes en dichos datos. 

Cuando este método se aplique a la cuantificación de 
operaciones de características homogéneas del obligado 
tributario y este no aporte información al respecto, aporte 
información incorrecta o insuficiente o se descubra la existencia 
de incorrecciones reiteradas en una muestra de dichas 
operaciones, la inspección de los tributos podrá regularizarlas 
por muestreo. En estos casos, podrá aplicarse el promedio que 
resulta de la muestra a la totalidad de las operaciones del 
período comprobado, salvo que el obligado tributario acredite la 
existencia de causas específicas que justifiquen la 
improcedencia de dicha proporción. 

c) Los datos procedentes de estudios del sector efectuados por 
organismos públicos o por organizaciones privadas de acuerdo 
con técnicas estadísticas adecuadas, y que se refieran al 
periodo objeto de regularización. En este caso se identificará la 
fuente de los estudios, a efectos de que el obligado tributario 
pueda argumentar lo que considere adecuado a su derecho en 
relación con los mismos. 

d) Los datos de una muestra obtenida por los órganos de la 
Inspección sobre empresas, actividades o productos con 
características relevantes que sean análogas o similares a las 
del obligado tributario, y se refieran al mismo año. En este caso, 
la Inspección deberá identificar la muestra elegida, de forma que 
se garantice su adecuación a las características del obligado 
tributario, y señalar el Registro Público o fuente de la que se 
obtuvieron los datos. En caso de que los datos utilizados 
procedan de la propia Administración Tributaria, la muestra se 
realizará de conformidad con lo dispuesto reglamentariamente. 

4. En caso de imposición directa, se podrá determinar por el 
método de estimación indirecta las ventas y prestaciones, las 
compras y gastos o el rendimiento neto de la actividad. La 
estimación indirecta puede referirse únicamente a las ventas y 
prestaciones, si las compras y gastos que figuran en la 
contabilidad o en los registros fiscales se consideran 
suficientemente acreditados. Asimismo, puede referirse 
únicamente a las compras y gastos cuando las ventas y 
prestaciones resulten suficientemente acreditadas. 

En caso de imposición sobre el consumo, se podrá determinar 
por el método de estimación indirecta la base y la cuota 
repercutida, la cuota que se estima soportada y deducible o 
ambos importes. La cuota que se estima soportada y deducible 
se calculará estimando las cuotas que corresponderían a los 
bienes y servicios que serían normalmente necesarios para la 
obtención de las ventas o prestaciones correspondientes, pero 
solo en la cuantía en la que se aprecie que se ha repercutido el 
impuesto y que este ha sido soportado efectivamente por el 
obligado tributario. Si la Administración Tributaria no dispone de 
información que le permita apreciar la repercusión de las cuotas, 
corresponderá al obligado tributario aportar la información que 
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permita identificar a las personas o entidades que le 
repercutieron el impuesto y calcular su importe. 

Ningún gasto o cuota soportada correspondiente a un ejercicio 
regularizado por medio de estimación indirecta podrá ser objeto 
de deducción en un ejercicio distinto. 

5. En el caso de tributos con periodos de liquidación inferior al 
año, la cuota estimada por la Inspección de forma anual se 
repartirá linealmente entre los periodos de liquidación 
correspondientes, salvo que el obligado tributario justifique que 
procede un reparto temporal diferente. 

RGAT. Artículo 193. Estimación indirecta de bases o cuotas. 

1. El método de estimación indirecta de bases o cuotas será 
utilizado por la Administración de acuerdo con lo dispuesto en 
los artículos 53 y 158 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, y en este artículo. 

La estimación indirecta podrá aplicarse en relación con la 
totalidad o parte de los elementos integrantes de la obligación 
tributaria. 

2. La apreciación de alguna o algunas de las circunstancias 
previstas en el artículo 53.1 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, no determinará por si sola la 
aplicación del método de estimación indirecta si, de acuerdo con 
los datos y antecedentes obtenidos a lo largo del desarrollo de 
las actuaciones inspectoras, pudiera determinarse la base o la 
cuota mediante el método de estimación directa u objetiva. 

3. A efectos de lo dispuesto en el artículo 53.1 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, se entenderá que existe 
resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación 
inspectora cuando concurra alguna de las conductas reguladas 
en el artículo 203.1 de dicha ley. 

4. A efectos de lo dispuesto en el artículo 53.1 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, se entenderá que existe 
incumplimiento sustancial de las obligaciones contables o 
registrales: 

a) Cuando el obligado tributario incumpla la obligación de 
llevanza de la contabilidad o de los libros registro establecidos 
por la normativa tributaria. Se presumirá su omisión cuando no 
se exhiban a requerimiento de los órganos de inspección. 

b) Cuando la contabilidad no recoja fielmente la titularidad de las 
actividades, bienes o derechos. 

c) Cuando los libros o registros contengan omisiones, 
alteraciones o inexactitudes que oculten o dificulten gravemente 
la constatación de las operaciones realizadas. 

d) Cuando aplicando las técnicas o criterios generalmente 
aceptados a la documentación facilitada por el obligado 
tributario no pueda verificarse la declaración o determinarse con 
exactitud las bases o rendimientos objeto de comprobación. 

e) Cuando la incongruencia probada entre las operaciones 
contabilizadas o registradas y las que debieran resultar del 
conjunto de adquisiciones, gastos u otros aspectos de la 
actividad permita presumir, de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 108.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, que la contabilidad o los libros registro son 
incorrectos. 

5. Cuando los datos utilizados para la estimación indirecta a que 
se refiere la letra d) del apartado 3 del artículo 158 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, procedan 
de la propia Administración tributaria, se utilizarán aquellos 
métodos que permitan preservar el carácter reservado de los 
datos tributarios de terceros sin perjudicar el derecho de defensa 
del obligado tributario. En particular, se disociarán los datos de 
forma que no pueda relacionarse entre sí: 

a) la identificación de los sujetos contenidos en la muestra. 

b) los datos contenidos en sus declaraciones tributarias que 
sirvan para el cálculo de los porcentajes o promedios empleados 
para la determinación de las bases, los cálculos y estimaciones 
efectuados. 

La Administración indicará las características conforme a las 
cuales se ha seleccionado la muestra elegida. Entre otros, 
podrán tenerse en cuenta el ámbito espacial y temporal de la 
muestra, la actividad que desarrollan o el intervalo al que 
corresponde su volumen de operaciones 

6. En el supuesto en el que las actas en que se proponga la 
regularización de la situación tributaria del obligado mediante la 
aplicación del método de estimación indirecta se suscriban en 
disconformidad, podrá elaborarse un único informe que recoja 
ambas circunstancias. 

Artículo 54. Base liquidable. 

La base liquidable es la magnitud resultante de practicar, en su 
caso, en la base imponible las reducciones establecidas en la 
ley. 

Artículo 55. Tipo de gravamen. 

1. El tipo de gravamen es la cifra, coeficiente o porcentaje que 
se aplica a la base liquidable para obtener como resultado la 
cuota íntegra. 

2. Los tipos de gravamen pueden ser específicos o 
porcentuales, y deberán aplicarse según disponga la ley propia 
de cada tributo a cada unidad, conjunto de unidades o tramo de 
la base liquidable. 

El conjunto de tipos de gravamen aplicables a las distintas 
unidades o tramos de base liquidable en un tributo se 
denominará tarifa. 

3. La ley podrá prever la aplicación de un tipo cero, así como de 
tipos reducidos o bonificados. 

Artículo 56. Cuota tributaria. 

1. La cuota íntegra se determinará: 

a) Aplicando el tipo de gravamen a la base liquidable. 

b) Según cantidad fija señalada al efecto. 
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2. Para el cálculo de la cuota íntegra podrán utilizarse los 
métodos de determinación previstos en el apartado 2 del artículo 
50 de esta ley. 

3. La cuota íntegra deberá reducirse de oficio cuando de la 
aplicación de los tipos de gravamen resulte que a un incremento 
de la base corresponde una porción de cuota superior a dicho 
incremento. La reducción deberá comprender al menos dicho 
exceso. 

Se exceptúan de esta regla los casos en que la deuda tributaria 
deba pagarse por medio de efectos timbrados. 

4. El importe de la cuota íntegra podrá modificarse mediante la 
aplicación de las reducciones o límites que la ley de cada tributo 
establezca en cada caso. 

5. La cuota líquida será el resultado de aplicar sobre la cuota 
íntegra las deducciones, bonificaciones, adiciones o 
coeficientes previstos, en su caso, en la ley de cada tributo. 

6. La cuota diferencial será el resultado de minorar la cuota 
líquida en el importe de las deducciones, pagos fraccionados, 
retenciones, ingresos a cuenta y cuotas, conforme a la 
normativa de cada tributo. 

Configuración del impuesto 

Base Imponible 

(-) Reducciones (Incentivos fiscales, mínimos 
exentos, personalización tributos, etc.). 

= Base liquidable 

(X) Tipo de gravamen o cantidad fija 

= Cuota Integra 

(-) Deducciones, bonificaciones, coeficientes previstos 

= Cuota líquida 

(-) Retenciones y pagos a cuenta 

= Cuota diferencial (+ a ingresar, Negativa (0), (-) a 
devolver 

 

Artículo 57. Comprobación de valores. 

1. El valor de las rentas, productos, bienes y demás elementos 
determinantes de la obligación tributaria podrá ser comprobado 
por la Administración tributaria mediante los siguientes medios: 

a) Capitalización o imputación de rendimientos al porcentaje que 
la ley de cada tributo señale. 

b) Estimación por referencia a los valores que figuren en los 
registros oficiales de carácter fiscal. 

Dicha estimación por referencia podrá consistir en la aplicación 
de los coeficientes multiplicadores que se determinen y 
publiquen por la Administración tributaria competente, en los 
términos que se establezcan reglamentariamente, a los valores 
que figuren en el registro oficial de carácter fiscal que se tome 
como referencia a efectos de la valoración de cada tipo de 
bienes. Tratándose de bienes inmuebles, el registro oficial de 
carácter fiscal que se tomará como referencia a efectos de 
determinar los coeficientes multiplicadores para la valoración de 
dichos bienes será el Catastro Inmobiliario. 

c) Precios medios en el mercado. 

d) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros. 

e) Dictamen de peritos de la Administración. 

f) Valor asignado a los bienes en las pólizas de contratos de 
seguros. 

g) Valor asignado para la tasación de las fincas hipotecadas en 
cumplimiento de lo previsto en la legislación hipotecaria. 

h) Precio o valor declarado correspondiente a otras 
transmisiones del mismo bien, teniendo en cuenta las 
circunstancias de éstas, realizadas dentro del plazo que 
reglamentariamente se establezca. 

i) Cualquier otro medio que se determine en la ley propia de cada 
tributo. 

2. La tasación pericial contradictoria podrá utilizarse para 
confirmar o corregir en cada caso las valoraciones resultantes 
de la aplicación de los medios del apartado 1 de este artículo. 
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3. Las normas de cada tributo regularán la aplicación de los 
medios de comprobación señalados en el apartado 1 de este 
artículo. 

4. La comprobación de valores deberá ser realizada por la 
Administración tributaria a través del procedimiento previsto en 
los artículos 134 y 135 de esta ley, cuando dicha comprobación 
sea el único objeto del procedimiento, o cuando se sustancie en 
el curso de otro procedimiento de los regulados en el título III, 
como una actuación concreta del mismo, y en todo caso será 
aplicable lo dispuesto en dichos artículos salvo el apartado 1 del 
artículo 134 de esta ley. 

 


